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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

LABORAL INDIVIDUAL / TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO / TRABAJADOR CON DISCAPACIDAD / DESPIDO DISCRIMINATORIO 

PRESUNCIÓN DE DESPIDO DISCRIMINATORIO – Postura de la C.S. de J.

… la Corte mantuvo la tesis de presunción adoptada en la sentencia SL1360-2018, por medio de la cual, abandonó el criterio adoptado en la sentencia SL36115, 16 mar. 2010, reiterada en SL35794, 10 ago. 2010, para, en su lugar, adoctrinar que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 consagra una presunción legal o de derecho, en la cual al trabajador le corresponde demostrar su situación de discapacidad, para que el despido se presuma discriminatorio, lo que impone al empleador la carga de demostrar la justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo, y la necesidad de acudir al Ministerio del Trabajo solo cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por imposibilidad de prestar el servicio, ya que en este caso el funcionario gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los trabajadores con discapacidad. 

… En este orden de ideas, dispuso que una vez acreditada la situación de discapacidad del trabajador y que la terminación del vínculo laboral no se fundó en una causa objetiva, el finiquito se consideraba discriminatorio, y por ello, era preciso declarar su ineficacia, acompañada de la orden de reintegro y el pago de salarios y demás emolumentos, junto con los ajustes razonables que se requieran y la indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
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Magistrado Ponente

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Pereira, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

Aprobado por Acta No. 23 del (18/02/2025)

El Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, resuelve el recurso de apelación formulado por la parte demandante respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario promovido por VANESA MORENO REYES en contra de ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S., con radicado bajo el número: 66001310500320220029401.

Seguidamente, se profiere la decisión por escrito aprobada por esta Sala, conforme al artículo 15 del Decreto No. 806 de 2020, adoptado como legislación permanente por la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, la cual se traduce en la siguiente.
SENTENCIA No. 13
ANTECEDENTES

Pretensiones. 

VANESA MORENO REYES pretende que, previa declaratoria del contrato de trabajo con ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S. desde el 18-10-2016 hasta el 25-02-2021, se declarare que al momento de su despido sin justa causa, gozaba de estabilidad laboral reforzada, sin mediar autorización del Ministerio del Trabajo. En consecuencia, se disponga su reintegro en iguales o mejores condiciones a las que tenía, con el pago de los salarios, vacaciones, aportes a seguridad social  y prestaciones sociales dejados de percibir desde su despido hasta la fecha de reintegro, además de la indemnización por la violación al fuero de estabilidad laboral reforzada, el pago de perjuicios morales causa y las costas del proceso. 
Subsidiariamente, solicita el pago de intereses de mora sobre lo adeudado, la indemnización del artículo 65 del CST y la sanción por falta de pago de las cesantías.
Fundamentos fácticos
Para justificar sus peticiones, la accionante relata que fue contratada como operaria logística y de oficina por Arturo Calle Zona Franca S.A.S. el 18-10-2016 mediante un contrato a término indefinido, con un salario igual al mínimo legal vigente. Sus funciones incluían el alistamiento de pedidos, acondicionamiento (cambio de precios), preparación de mercancías para exportar, almacenamiento de productos y orientación a personal que se contrataba por temporadas. 
El 4 de agosto de 2017, sufrió un episodio de convulsiones en su casa, con pérdida de conciencia y control de esfínteres, por lo que fue remitida a urgencias a la clínica Esimed de Pereira, siendo incapacitada por 5 días. Al retornar a su trabajo, hizo entrega de la historia clínica e incapacidades a la secretaria de la empresa.
El 26 de agosto de 2017 presentó un episodio de convulsiones en su hogar y, tras ser atendida en la clínica ESIMED, le prescribieron tres días de incapacidad y diversos medicamentos. Fue diagnosticada con epilepsia no especificada el 20 de septiembre de 2017 y continuó su tratamiento hasta agosto de 2018, cuando lo suspendió por falta de entrega de medicamentos por parte de la EPS. El 9 de agosto de 2018, tuvo otro episodio de epilepsia al finalizar su jornada laboral y fue remitida al Hospital San Pedro y San Pablo de la Virginia, donde le otorgaron 3 días de incapacidad.

Debido al alto costo de los medicamentos, sus compañeros de trabajo y jefes hicieron una colecta para ayudarla. Daniela Cuartas García, trabajadora de recursos humanos, le ayudó con una acción de tutela contra la EPS para obtener los medicamentos y la valoración neurológica. La empresa también la ayudó a trasladarse de la EPS Medimás a la EPS Sura el 17 de junio de 2019, donde recibió controles y tratamientos neurológicos, y se le concedían permisos para asistir a citas médicas.

En 2020, comenzó a perder peso y sus compañeros de trabajo estuvieron pendientes de ella por posibles episodios epilépticos. En octubre de ese año, previo a disfrutar de sus vacaciones, su supervisor, Estiven Salazar, le ordenó dar inducción de sus funciones a Juliana Rendón y que, a su regreso, ya le asignaron funciones más sencillas. En noviembre, tuvo una pequeña crisis de epilepsia durante el trabajo y necesitó asistencia de urgencias.
El 25 de febrero de 2021, el gerente Gabriel Barbosa le informó la terminación de su contrato sin justa causa, pagándole $4.564.742. Asegura que su despido se hizo sin autorización del Ministerio del Trabajo. El 1 de marzo de 2022, solicitó su historia ocupacional y la empresa respondió que no tenía antecedentes de accidente o enfermedad, a pesar de los incidentes epilépticos durante su jornada laboral.
El 28 de marzo de 2022, solicitó su calificación de pérdida de capacidad laboral, pero Porvenir S.A. no había respondido al momento de presentar la demanda. Debido al empeoramiento de su salud y la pérdida de su empleo, carece de sustento para su madre y dos sobrinos, sufriendo perjuicios inmateriales por sus complejas condiciones económicas.
La demanda fue radicada el 17 de agosto de 2022 y, luego de subsanda, fue finalmente admitida por auto del 16 de septiembre de 2022.

Posición de Arturo Calle Zona Franca S.A.S. 
Se opuso argumentando que la ley permite a los empleadores finalizar contratos sin causa justa, siempre que se cumplan las compensaciones patrimoniales, como fue el caso de la demandante. La terminación del contrato ocurrió durante la pandemia del COVID-19, lo cual afectó la economía y llevó a reestructuraciones de personal a nivel nacional. En febrero de 2021, otras dos trabajadoras también fueron despedidas sin justa causa. La demandante no tenía fuero de estabilidad reforzada, ya que no contaba con un dictamen de pérdida de capacidad laboral ni la empresa conocía alguna discapacidad relevante durante el contrato. 
Excepciona: Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, prescripción, compensación, buena fe y falta de título y causa.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

En fallo del 19-10-2023, la jueza Tercera Laboral del Circuito de Pereira dispuso: 
PRIMERO: Declarar que entre la señora VANESA MORENO REYES y la entidad ARTURO CALLE ZONA FRANCA SAS, existió una relación de trabajo regida por un contrato de trabajo escrito, a término indefinido, que se gestó desde el 18 de octubre del año 2016 y el 25 de febrero del año 2021.

SEGUNDO: Declarar que la finalización de dicha relación laboral, que se hizo a término de “injusto”, por lo tanto, debidamente indemnizado, no se torna discriminatorio por las condiciones de salud de la señora VANESA MORENO REYES, como se explicó precedentemente.

TERCERO: Señalar que la señora VANESA MORENO REYES no encuadra dentro de los postulados de estabilidad laboral reforzada de conformidad con las normas y la jurisprudencia que para este momento nos regenta.

CUARTO: Negar consecuencialmente la protección invocada, en torno a la declaración de ineficaz de la terminación de su vínculo contractual.

QUINTO: Declarar probadas las excepciones que fueron planteadas por la entidad demandada y que denominó inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido y falta de título y causa, como se explicó anteriormente.

SEXTO: Abstenernos de imponer condena en costas procesales en el presente asunto.
La A quo, encontró sin discusión alguna la existencia del contrato de trabajo, las funciones desarrolladas por la demandante y que la terminación fue unilateral sin justa causa. 

Al abordar el fuero de estabilidad laboral reforzada, explicó que esta garantía protege a quienes tienen una condición de salud grave que dificulta su trabajo. La jueza señaló que a pesar de que los criterios han variado entre la Corte Suprema de Justicia y su homóloga Constitucional, el órgano de cierre de esta jurisdicción había zanjado dichas diferencias al integrar en su criterio, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley 1618 de 2013.

Resalta que la Corte Suprema estableció que el fuero se configura cuando hay una deficiencia a mediano o largo plazo y barreras que impiden al trabajador desempeñar su labor en igualdad de condiciones. Estas barreras pueden ser actitudinales, comunicativas o físicas, y el empleador debe mitigarlas. El trabajador debe probar que el empleador conocía estas barreras al momento del despido, salvo circunstancias notorias.

La A quo también indicó que para evaluar la discapacidad se debe considerar la deficiencia, el cargo y el entorno laboral. Si se concluye que el trabajador estaba en situación de discapacidad y fue despedido por ello, el despido sería discriminatorio y debería ser declarado ineficaz, con reintegro y sanciones. Además, se requiere permiso del Ministerio del Trabajo para validar el despido.

En el caso concreto, estableció que los compañeros de la demandante solo conocían desmayos, sin evidencia de epilepsia. Las ayudas prestadas a la demandante fueron vistas como actos altruistas y no discriminatorios. No se probó que su patología le impidiera trabajar o que hubiera discriminación. De allí, que concluyó que no había vínculo entre la condición médica de la demandante y la terminación del contrato, que se debió a la reestructuración por la pandemia y el Paro Nacional. La contratación de nuevos empleados ocurrió años después del despido. La afirmación de la demandante sobre el traslado de responsabilidades fue desvirtuada.

Finalmente, refiere que no se podía declarar ineficaz el despido, ya que la demandante no probó los parámetros necesarios para el fuero de estabilidad laboral reforzada, desestimando sus peticiones.

RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante apeló la decisión de primera instancia, argumentando la indebida valoración probatoria al considerar que la documental y los testimonios demostraban que la demandante padecía de epilepsia, lo que le causó dos ataques en su lugar de trabajo. Aunque los testigos usaron la palabra "desmayo", estos episodios correspondían a la epilepsia. Resaltó que el testigo Cristian Andrés Zuleta relató que la demandante tuvo movimientos involuntarios mientras estaba inconsciente, lo cual es una consecuencia de la epilepsia, según las pruebas documentales.
En cuanto a la existencia de barreras para el desempeño adecuado de su labor, refiere que estas se demostraron cuando el testigo Zuleta señaló que existió una orden directa de uno de sus jefes de darle acompañamiento constante a la demandante para evitar cualquier otro percance, por lo que ello no fue por una razón de altruismo. En el mismo sentido, la testigo Ana Milena Mejía Cano señaló que en toda la empresa se sabía de la situación de salud de la demandante y que ellos, estaban pendientes de ella, por tanto, si un trabajador no estaba enfermo y no presentaba ninguna complicación para llevar a cabo su trabajo, entonces no podía haber razón para que se le diera una atención especial y se esté atento a él de manera constante.

Argumenta que la discriminación no supone únicamente malos tratos, sino que se refiere a que una persona sea tratada de manera diferente a los demás trabajadores, porque ningún otro compañero de la demandante tenía indicaciones especiales de las condiciones en que debía cumplir con sus funciones. Por lo anterior, resalta que barrera no estuvo basada en acciones de carácter negativo, sino en que, a causa de su enfermedad, la demandante no podía realizar sus labores de manera independiente. Agrega que la colecta de medicamentos no fue tampoco un acto negativo, pero sí prueba que toda la empresa, conocía del estado de salud de la demandante.
Por último, señala que la demandada argumentó que el despido se había dado por temas de desempeño o actitudinales, sin embargo, no existía en los documentos, prueba sobre algún llamado de atención o proceso disciplinario, pues la demandante cumplió a cabalidad sus funciones teniendo en cuenta las limitaciones de su enfermedad y las impuestas por sus superiores.
ALEGATOS DE SEGUNDA INSTANCIA

Como la finalidad de esta etapa es atender la persuasión fáctica y jurídica sobre el tema objeto de discusión, bajo ese espectro se atienden los alegatos que guarden relación directa con los temas debatidos. Para tal efecto, mediante fijación en lista, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión, los cuales obran en el expediente digital. De la presentación de alegaciones en término, se remite a la constancia de la Secretaría de la Sala.

Surtido el trámite que corresponde a esta instancia, procede la Sala de decisión a dictar la providencia que corresponde, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Problema jurídico. Conforme al anterior panorama, la Sala se ceñirá a los fundamentos del recurso de apelación, según lo dispuesto en el artículo 66 A del CPTSS, por lo que el problema jurídico se enmarca en establecer: 

De acuerdo con las pruebas que militan en el proceso, ¿se demostró que la demandante contaba con fuero de estabilidad laboral reforzada al momento de la terminación unilateral por parte del empleador? 
De ser así, establecer si hay lugar al reintegro, además del pago de los emolumentos solicitados en la demanda.
Aspectos por fuera de debate.- Para resolver, en esta instancia no son objeto de discusión los siguientes aspectos fácticos: 

· Entre las partes existió un contrato de trabajo a término indefinido suscrito a partir del 18 de octubre de 2016 (fl. 55-66, contestación, archivo 12).-

· La trabajadora desempeñó el cargo de operador logístico y oficios varios (fl. 55-66, contestación, archivo 12); 

· El salario devengado por la trabajadora siempre fue el mínimo legal vigente (fl. 55-66, contestación, archivo 12 y fls. 460-463, 420-422 AnexosDemanda, archivo 4); 

· La terminación del contrato de trabajo fue el 25 de febrero de 2021 sin justa causa, con el pago de la indemnización por valor de $3.092.983 (fl. 70, contestación, archivo 12)

· Oficio emitido por Seguros Bolívar que da cuenta de la trabajadora estuvo afiliada a la ARL entre el 18-10-2016 y el 25-02-2021, período durante el cual no presentó siniestros por accidente de trabajo u ocupacional (archivo 4, fol. 28). 

Fundamentos normativos y jurisprudenciales.- Para resolver el problema jurídico planteado, resulta oportuno traer a colación los fundamentos normativos y jurisprudenciales aplicables, así:
De la estabilidad laboral reforzada.- Dispone el art. 26 de la Ley 361 de 1997 que,

 “(…) en ningún caso la discapacidad de una persona podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha discapacidad sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona en situación de discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo” y “no obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su discapacidad, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren”.
Frente a la eficacia del despido en casos donde el trabajador se encuentra en situación de vulnerabilidad por sus condiciones de salud, la Corte en la sentencia SL3015-2023, que trajo a colación la decisión SL3772-2018, que reprodujo la postura plasmada en la SL12998-2017, indicando:

“[…] al estar vinculada con el estado de salud del empleado, quien en tales condiciones se encuentra en una situación de alta vulnerabilidad, es necesario que acuda primero ante la oficina del trabajo a fin de obtener la autorización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y se pueda determinar si tiene o no posibilidades de ser reincorporado al trabajo. No obstante, si a pesar de la falta del permiso administrativo, el empleador acredita en juicio que la razón real del despido no fue la discapacidad y fue por la justa causa alegada, el despido se tornará en eficaz.

En providencia SL4397-2020, la Corte instruyó.
“[…] Por un lado, para la identificación de la discapacidad, no es viable acudir a los porcentajes reglados en el precepto 7° del Decreto 2463 de 2001 o a una PCL moderada, severa o profunda, sino que cobija a los trabajadores que presenten afectaciones en su estado de salud que «limite o impida el normal desarrollo de sus obligaciones profesionales, sin que esta situación deba ser considerada propiamente como una discapacidad».
No está de más exaltar que esta Sala en sentencia CSJ SL1152-2023 fijó su nueva posición al respecto
, dado que el contenido y el alcance del concepto de discapacidad han evolucionado como consecuencia de diferentes factores de consuno con las realidades sociales, por lo que construyó su criterio de cara al modelo social y el enfoque de los derechos humanos y precisó que la discapacidad conforme al artículo 7° del Decreto 2463 de 2001 es compatible solo para los casos que ocurrieran antes de la entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos a las Personas con Discapacidad, esto es, previo al 10 de junio de 2011 y de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, en tanto que para los demás la determinación de la situación de discapacidad
 no dependería de un aspecto numérico, sino que – a la luz del artículo 26 de la Ley 361 de 1997- se debe establecer conforme los siguientes parámetros:

1. La deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, a mediano y largo plazo. Entiéndase por estas, conforme a la CIF, «los problemas en las funciones o estructurales corporales tales como una desviación significativa o una pérdida». 

2. La existencia de barreras que puedan impedir al trabajador el ejercicio efectivo de su labor, en igualdad de condiciones que los demás. Frente a ello, precisa la Corte en la decisión reseñada —sin hacer un listado exhaustivo que las barreras pueden ser: Actitudinales (…); Comunicativa (…); físicas (…) 

3. El conocimiento de estas condiciones por el empleador a la fecha de desvinculación, a menos que sean notorias, pues se recuerda que, conforme al artículo 2° de la convención ibidem, aquellas deben ser comunicadas al dador de empleo o conocidas por éste, para que sean mitigadas mediante los ajustes razonables en el trabajo
.

Lo discurrido puede ser atestiguado por cualquier medio de convicción, atendiendo al principio de la necesidad de la prueba

Ahora, para despedir a un dependiente con discapacidad es necesario solicitar previamente el permiso del Ministerio del Trabajo, ya que, de no ser así, se activa una presunción de finalización discriminatorio, la cual puede ser desvirtuada en juicio por parte del nominador (CSJ SL1360-2018).
En tal caso, siguiendo las directrices plasmadas en la sentencia en cita de esta Sala, en un proceso judicial a las partes les concierne:
- Para solicitar el amparo del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, el trabajador debe demostrar que tenía una discapacidad (deficiencia más barrera laboral, en los términos previamente descritos) y que el empleador conocía tal situación al momento del retiro o que era notoria. 

- Para desestimar la presunción de despido discriminatorio, al empleador le corresponde probar que realizó los ajustes razonables y, en caso de no poder hacerlos, demostrar que eran una carga desproporcionada o irrazonable y que se le comunicó al trabajador. Igualmente, puede acreditar que se cumplió una causal objetiva, justa causa, mutuo acuerdo o renuncia libre y voluntaria del trabajador.

Por otra parte, si lo pretendido es acreditar que se configuró una justa causa de despido referente a la incapacidad del trabajador que dure más de 180 días, reglada en el numeral 15 del literal a) del artículo 62 del CST, no es suficiente con el acaecimiento de dicho lapso para que opere de forma automática, ya que no se puede ejercer de forma irrazonable o arbitraria, dado que se deben agotar otro tipo de obligaciones del empleador en cuanto a soluciones razonables. (…)”.

La SL572-2021, destaca la relevancia de una calificación técnica descriptiva del grado de limitación. No obstante, de acuerdo con el principio de libertad de prueba y de formación de convicción, recalca que, en el supuesto de que no exista calificación y, por tanto, se desconozca el grado de limitación que pone al trabajador en situación de incapacidad, ella puede inferirse del estado de salud en que se encuentre, siempre que sea notorio, evidente y perceptible, precedida de elementos que verifiquen la necesidad de protección, como cuando el trabajador se encuentre incapacitado de forma habitual, esté recibiendo tratamiento médico especializado, tenga restricciones o limitaciones para hacer su trabajo, tenga un concepto de rehabilitación desfavorable, o cualquier otra circunstancia que demuestre su grave de la lesión que limita su capacidad para desempeñar su trabajo.
Con todo, la Corte mantuvo la tesis de presunción adoptada en la sentencia SL1360-2018, por medio de la cual, abandonó el criterio adoptado en la sentencia SL36115, 16 mar. 2010, reiterada en SL35794, 10 ago. 2010, para, en su lugar, adoctrinar que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 consagra una presunción legal o de derecho, en la cual al trabajador le corresponde demostrar su situación de discapacidad, para que el despido se presuma discriminatorio, lo que impone al empleador la carga de demostrar la justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo, y la necesidad de acudir al Ministerio del Trabajo solo cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por imposibilidad de prestar el servicio, ya que en este caso el funcionario gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los trabajadores con discapacidad. 

En este orden de ideas, dispuso que una vez acreditada la situación de discapacidad del trabajador y que la terminación del vínculo laboral no se fundó en una causa objetiva, el finiquito se consideraba discriminatorio, y por ello, era preciso declarar su ineficacia, acompañada de la orden de reintegro y el pago de salarios y demás emolumentos, junto con los ajustes razonables que se requieran y la indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 

Por último, la Sala de Casación Laboral, al unificar la jurisprudencia, se apartó de las interpretaciones que consideran que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, aplica para personas que sufren contingencias o alteraciones momentáneas de salud o que padecen patologías temporales, transitorias o de corta duración toda vez que, conforme se explicó, la Convención y la ley estatutaria previeron tal protección únicamente para aquellas deficiencias de mediano y largo plazo que al interactuar con barreras de tipo laboral impiden su participación plena y efectiva en igualdad de condiciones con los demás. Precisó, que las diferentes afectaciones de salud per se no son una discapacidad, pues solo podrían valorarse para efectos de dicha garantía si se cumplen las características ya citadas.

Medidas especiales de protección para personas que padecen epilepsia. A través de la Ley 1414 del 11 de noviembre de 2010, que estableció medidas especiales de protección para este grupo de pacientes, en el artículo 2do define la epilepsia como:

“Enfermedad crónica de causas diversas, caracterizada por crisis recurrentes, debidas a una descarga eléctrica excesiva de las neuronas, considerada como un trastorno neurológico, asociada eventualmente con diversas manifestaciones clínicas y paraclínicas”.

En dicha norma, se señala que la limitación en la actividad corresponde a la dificultad que una persona con epilepsia puede tener en el desempeño o realización de una actividad o empleo.

A su turno, en el Artículo 3 ibid, prohíbe a toda persona natural o jurídica, que realice o propicie cualquier acto discriminatorio, en cualquiera de sus formas, que con ocasión a su enfermedad, se presente contra la persona que padezca de epilepsia. Y, los artículos 13 al 15, disponen, entre otros, los siguientes derechos y deberes de las personas con epilepsia:

“Artículo 13. Las personas con epilepsia, sin distinción alguna, tendrán derecho a la vida, a la igualdad, al trabajo, a la dignidad Humana y a la Salud.

Artículo 14. La epilepsia no será considerada impedimento para la postulación, el ingreso y desempeño laboral, deportivo o escolar en condiciones dignas y justas.

Parágrafo 1°. El programa de salud ocupacional debe incluir actividades dirigidas a los trabajadores en general y específicamente a las personas con epilepsia, para garantizar la salud, la higiene y la seguridad durante las actividades que estos desempeñen.

[…]”
Desenvolvimiento del asunto.

Para los fines planteados, inicia la Sala haciendo referencia a los siguientes medios de prueba: 

Interrogatorio VANESSA MORENO REYES. Demandante. Soltera, sin hijos, técnico del Sena, nacida el 15 de octubre de 1995.
Refiere que era operadora logística en el área de acondicionamiento, preparando productos para la exportación, separando productos según los almacenes, cambiando precios, entre otros. 

Durante la pandemia, dos semanas no fueron a trabajar, luego se reanudó la labor con normalidad. Acepta que la producción y las ventas tuvieron una reducción. Asegura que notó que la iban a despedir porque tuvo que enseñar su puesto a una compañera llamada Liliana Rendón y a ella la reubicaron con tareas menos complejas como el quitar las etiquetas de los precios. Ante su percepción de que perdería su empleo y su sustento, días después tuvo un episodio en el que fue auxiliada por sus compañeros, quienes la llevaron a su casa, pero los directivos ninguna preocupación mostraron por su estado de salud.
Acepta que a otras dos compañeras las despidieron en el mismo momento que a ella y, que a su despido, no tenía ninguna incapacidad médica, ni restricción médica-laboral. Señala que las recomendaciones dadas por el médico ocupacional y los diferentes médicos eran las de no estar sola, no poder tener hijos y no poder manejar.

Refiere que por las convulsiones que tuvo, la empresa estableció cuidados en la realización de su trabajo, tales como darle un espacio de trabajo donde más amplio para que no se fuera a lastimar, y tuvo un compañero de trabajo acompañándola constantemente.
Interrogatorio JOSE RAÚL REYES. Representante de la demandada

Dijo que no se solicitó permiso al Ministerio de Trabajo para el despido de la demandante al considerar que no tenía las calidades para el fuero de estabilidad laboral reforzada. Al serle exhibido el examen ocupacional de egreso (fl. 93-94, archivo 8Subsanación) donde señala que la demandante tenía diagnóstico de epilepsia, dijo que la historia médica era privada y que solo les llegaba la comunicación de estar sin restricciones. Niega que la empresa hubiere conocido de desmayos frecuentes, teniendo conocimiento de solo dos leves, lo cual no era anormal que sucediera en la Compañía; por lo que desconocía el diagnóstico que tenía al no contar con ningún tipo de restricciones médico – laborales para la ejecución del cargo y, como de los desmayos se recuperó inmediatamente, tales hechos se tuvieron como aislados, sin conocer que tenía epilepsia. Agrega que si bien la demandante pudo asistir a citas médicas, la empresa no conocía la razón de ello; acepta que hubo unas incapacidades, pero en ninguna de ellas se mencionaba que la patología le generara algún tipo de restricciones o que interfiriera en su actividad laboral. Frente a la ayuda que le hizo a la demandante la trabajadora de nombre Daniela que era auxiliar administrativo – área recursos humanos -, frente al reclamo de medicamentos a la EPS, por vía de tutela, refirió que el documento no decía más allá de la colaboración que le prestó, pero no era parte de sus funciones realizar dichos trámites.
Advierte que la EPS que realiza los exámenes periódicos de aptitud laboral jamás señaló que se debiera dar un tratamiento especial a la trabajadora, pues ninguna información o recomendación se recibió por la EPS que realizaba los exámenes periódicos y, por el contrario, siempre se señaló que era apta para el cargo.
En la carta de terminación del contrato se señala que esta se dio por una reestructuración, la cual se dio en el contexto de la pandemia, en ocasión de lo cual se perdió el volumen de ventas, lo que afectó la parte comercial y económica. Por lo que se tuvieron que dar algunos recortes de planta y que no fue solo la demandante a quien se le terminó su contrato de trabajo, sino también a sus otras dos compañeras. 

Señala que no tuvo conocimiento de la enfermedad de la demandante, puesto a que en los exámenes médicos que se le hacían periódicamente no se agregaron tratos especiales que debían seguirse y la historia clínica de los empleados era privada, por lo que no tuvo conocimiento de la enfermedad. Señala que los desmayos se consideraron como hechos aislados por no tener información acerca de su enfermedad. Igualmente; que tuvieron conocimiento de que fue al médico por las peticiones de permisos de esa índole, pero nunca se supo la razón por la que iba. Igualmente, señaló que las ayudas prestadas por la empleada de salud ocupacional fueron por fuera de sus funciones y por colaboración.

En cuanto a los testimonios, se escucharon, a instancia actora, los siguientes:

Cristian Andrés Zuleta Gallego, excompañero de trabajo de la demandante en Arturo Calle Zona Franca S.A.S., (Del 15 de noviembre de 2016 al 14 de enero de 2022).
Recuerda que la demandante tenía que ver con el proceso de almacenamiento, donde había cargue, descargue, demarcación, despacho, estando en la zona de demarcación.

Refiere que con el tiempo, tuvo conocimiento de los problemas de salud de Vanessa, lo cual supo porque pedía permisos para ir al Hospital o las citas médicas; los jefes inmediatos (supervisores Stiven y Eric) le dieron la instrucción de que Vanessa no podía estar sola y él tenía que ponerle cuidado, no podía hacer esfuerzos físicos con cajas y por ello le ayudaban los hombres; que en el área de demarcación se movieron los espacios hacia el centro del salón por fuera de las estanterías, lo cual se hizo por el estado de salud de Vanessa y comodidad de la empresa.
Recordó un episodio donde Vanesa tuvo un ataque epiléptico (convulsiones) en el área de bodega, estando acompañada de otra empleada llamada Lina; que fue remitida al hospital en ambulancia acompañada de la compañera. Asegura que Gabriel (uno de los jefes) la visitó al hospital y cuando llegó y les dio un parte sobre el estado de salud de Vanesa, que luego de ese incidente, la demandante les pidió colaboración para medicamentos, por lo que se hizo una colecta, previa reunión que se hizo con el jefe Gabriel. Asegura que, por rumores, tuvo conocimiento de otro ataque epiléptico que tuvo la demandante mientras realizaba sus labores.
Frente a las restricciones, dijo desconocer si eran de los médicos, pero que fueron dispuestas por los jefes inmediatos (supervisores Stiven y Erick) de manera verbal, consistiendo en que Vanessa no podía estar sola. 
De las condiciones de salud de la actora dijo haber conocido porque estuvo varios meses trabajando con ella; que su estado era que tenía ataques epilépticos que consistían en convulsiones y temblores, pero que no fueron de alta frecuencia; que los permisos médicos que tenía fueron varios, además de a veces llegar con moretones que hacía cuando convulsionaba, además de que la veía acabada. Afirma que los exámenes médicos ella sí se los mostraba a sus jefes inmediatos y estos, a su vez, comentaban sobre el asunto.
Dijo que de logística habían despedido a 2 o 3 personas, entre ellas, la demandante; que no recordaba bien el momento exacto porque fue algo inesperado y tampoco conocía las razones de ese despido. 
Afirma que los jefes inmediatos se enteraron de los episodios de epilepsia de la demandante, entre ellos Stiven y Erick que eran jefes; que la forma como la afectaba la epilepsia era que a veces se quedaba mirando a un punto fijo en diferentes momentos, quedando como pérdida, aspecto que él llegó a reportar a sus inmediatos (supervisores). Que los permisos para ir al médico eran de 1 o 2 veces al mes, aproximadamente, pero no todos los meses. Recuerda que la actora estuvo incapacitada como tres o cuatro días estando ausente del trabajo, sin saber si estuvo o no hospitalizada, sin recordar con precisión en que año pudo haber sido.
De la adecuación del espacio fijo que afirmó, dijo que consistió en que la bodega tenía buenos espacios; se corrieron hacia el centro para la demarcación, alejándose de las estanterías.
Nelly Tangarife Jaramillo, ama de casa, amiga de la demandante por razones de vecindad, a quien conoció desde que tenía tres años.
En síntesis, dio cuenta de que la demandante tenía dos sobrinos (Natalia y Felipe) que le fueron dados a su cuidado porque la hermana (Angélica) se fue y no regresó. Además, estaba a cargo de la mamá llamada Margarita, quien falleció un año antes de la audiencia. 
Que la enfermedad de la demandante consistía en ataques epilépticos, los cuales recordó cerca de cinco, indicando que en una ocasión estuvo hospitalizada en Comfamiliar. Refiere que de la enfermedad se enteró por comentarios de la madre de Vanessa, presenciando uno que fue luego de que la despidieron, sin saber cuándo fue el último ataque epiléptico.
Denota que la madre de Vanessa en su momento le prestó ayuda en lo relacionado con las citas médicas y que la demandante, tomaba diferentes medicamentos para regular su enfermedad. Que Vanesa no estaba trabajando y que luego del fallecimiento de la mamá estaba viviendo donde una tía; que no puede levantar cosas pesadas, ni subir muchas escalas porque la afectaban mucho y no podía andar sola, creyendo que eso lo dijeron los médicos.
De otro lado, se escucharon los siguientes testigos traídos a instancia de la pasiva:

Ana Milena Mejía Cano, bachiller, excompañera de trabajo, vinculada en la empresa demandada desde el 11-09-2017.
Contó que la demandante trabajaba en Arturo Calle cuando ella (testigo) ingresó; la actora trabajaba en una labor similar a la de ella en acondicionamiento consistente en colocar etiquetas, precios, sacar listado de mercancía para el despacho a diferentes sedes de la empresa, siendo cerca de cuatro o cinco personas que hacían esa actividad. Agrega que el horario de trabajo era de 7 am a 5 pm, sin que hubiese variado el horario.
Dijo haber conocido los desmayos que tuvo la demandante, sin tener conocimiento de cuántos fueron y tampoco los presenció, pues lo supo por los comentarios de los mismos compañeros, explicando no haberlos observado porque no estaban ubicadas en la misma zona porque la deponente estaba en estantería y la demandante en acondicionamiento o demarcación.
Asegura haberse enterado de que en una ocasión la demandante tuvo que ser trasladada al Hospital San Pedro y San Pablo, sin saber si estuvo hospitalizada o si la incapacitaron. Que luego de ello, sin recordar cuándo, tuvo otro episodio donde fue llevada a la enfermería, sin ser necesario que la llevaran a un centro médico.
Al ser preguntada si conoció a Cristian Andrés Zuleta Gallego, dijo que también había sido compañero de trabajo en almacenamiento, sin conocer si aquel presenció desmayos de Vanessa. Afirma que hicieron una colecta para ayudar a Vanesa a comprar medicamentos para sus desmayos, los cuales se conocían por los mismos empleados o porque Vanesa les contaba. 
Acepta que los trabajadores tenían que colaborarle a la demandante en la realización de sus tareas de manera permanente, pues consistía en estar pendientes; que estuviera en buen estado y que ello se dio en virtud de los desmayos que padecía, aunque niega que el empleador hubiese dado órdenes en tal sentido. Además, ratifica que los compañeros hicieron una recolecta para ayudarle a la demandante con los medicamentos que trataban su enfermedad.

Que pese a tener conocimiento de los desmayos porque la misma demandante lo contaba o los compañeros, no tenía conocimiento de qué enfermedad sufría o si estuvo incapacitada.
Afirmó desconocer si durante la vinculación de Vanesa tuvo algún tipo de restricción en la realización de su trabajo o que le hubiesen modificado las funciones. Agrega que la actora compartió la información de su enfermedad sin que ello le generara impedimento alguno en la realización de su trabajo.

Refiere que con Vanessa había otras personas que también estaban en acondicionamiento; que Juliana Rendón sí entró a reemplazar a la demandante al mismo cargo y que este se mantuvo, además de que siempre se tiene gente pendiente de los precios y las mercancías. Denota que Vanessa compartió trabajos con Juliana en la misma zona, con iguales funciones.
Señala que la demandante fue despedida porque en ese tiempo fue la pandemia, las ventas bajaron y tomaron la decisión de hacer recorte de personal, siendo tres personas las despedidas en este período, incluida la demandante y que después del despido se aumentaba el personal por temporadas, siendo 5 o 6 personas, aproximadamente.
Comenta que las otras personas que fueron despedidas junto con la demandante fueron Leidy Caro y Claudia Arenas.
Luis Gabriel Barbosa Reina, profesional, Gerente de Operaciones de la demandada desde hace 6 años.
Relata que la demandante era operadora logística de oficios varios, trabajaba en acondicionamiento de producto y otras áreas. Comenta que los diferentes operadores logísticos podían ser temporales o de planta; los segundos se iban rotando en diferentes áreas (recibo, almacenamiento – acondicionamiento y demarcación – y almacenamiento del producto) para que aprendieran diferentes tareas.
Resalta que la demandante trabajaba prioritariamente en el área de almacenamiento, estando dentro de sus funciones el acondicionamiento, la demarcación, almacenamiento y preparación de producto. Durante sus funciones no se utilizan maquinarias, solamente herramientas para la lectura de los códigos de identificación del producto. La realización de la labor no necesitaba de la manipulación de objetos pesados.

Resalta que la empresa, durante la pandemia, hizo esfuerzos para no despedir trabajadores. Después se dio una caída en las ventas, por lo que se tuvo que reestructurar y terminar varios puestos de trabajo en diferentes áreas, siendo la finalización de los contratos por razones actitudinales y de desempeño. 
Que en el caso específico del área de la demandante, se despidieron cerca de 3 o 4 trabajadores del área logística, siendo cerca de 35 personas, aunque ahora podría haber más.

Comenta que la terminación se hizo con fundamentos actitudinales y de desempeño, donde los supervisores, por tener contacto directo con los empleados, tenían un listado. 

La reestructuración organizacional que se dio fue en ocasión de los cambios en los procesos y la afectación que la pandemia generó, por lo que ciertas áreas, como las de acondicionamiento, eran menos necesarias aquellas personas relacionadas con las de recepción y almacenamiento.

Asegura que no se dio ningún cambio sobre las funciones de la demandante, respecto de Juliana – quien trabajaba como fija desde 2018 —. A los diferentes trabajadores se les enseñaba a realizar diferentes funciones para facilitar recolocarlos en diferentes puestos y, para el caso, eran 32 que hacían la misma tarea, la cual no requería una preparación específica.
Resalta que las funciones de la demandante no fueron únicas. La otra trabajadora - Juliana - también tenía funciones similares, por lo que cualquier intercambio de funciones se daría solamente en el hecho de entregar su carga de trabajo a la compañera, y que cuando salió la demandante a vacaciones en octubre de 2020, lo que se hizo es que a Juliana se le asignó mayor cantidad.
Afirma no haber tenido conocimiento de la enfermedad de la demandante, pese a conocer los desmayos. En el segundo desmayo, no tuvo necesidad de remitirse a urgencias.

Que nunca se dieron recomendaciones sobre las funciones que podía realizar la demandante y que esta, nunca señaló que existiesen situaciones especiales en las cuales debía tener cuidado, considerando que de haber sido así, se hubiera dado a través de gestión humana como los encargados de informar las limitaciones del trabajador al supervisor, sin que nunca se hubiese recibido restricciones sobre el trabajo que debía realizar la demandante, pues no tuvo información de salud ocupacional sobre ningún tratamiento especial que se debía hacer de la trabajadora, sin que se hubiere llegado a recibir recomendaciones especiales sobre las funciones que podía realizar la demandante por parte de una entidad médica.
Comenta que tuvo conocimiento de los desmayos, sin llegar a ver las convulsiones y que tampoco sabía qué enfermedad era; que solo se llevaron a cabo las medidas como prestar los primeros auxilios y llamar a la ambulancia. Que se le comunicó sobre los medicamentos y él, a su vez, comunicó a los otros trabajadores sobre la colecta en términos generales, pero no sabía qué medicamentos eran, tampoco qué síntomas trataban y que solo se realizó una colecta.

Denota desconocer cuántas incapacidades se le otorgaron a la actora o si eran recurrentes o por qué enfermedad; que las incapacidades fueron cortas.
Angie Paola Campiño Cardona, nivel técnico, empleada de la demandada desde mayo de 2019, excompañera de trabajo de la demandante.
Dijo no tener conocimiento de la enfermedad de la demandante, solo por lo que ella le contaba. Que supo de un desmayo que sufrió en la empresa, pero no la razón por la que le dio, por lo que desconocía si estaba en tratamiento o de la razón por la cual necesitaba tomar medicina. Agrega que no le constaba si en algún momento le había dado un ataque de epilepsia, pues desconocía de qué producían los desmayos.

No sabía de ninguna indicación médica que tuviese la demandante en la realización de su trabajo. No tenía conocimiento de ningún trato especial o de colaboración a la demandante, y señala que la actora no mostraba comportamientos diferentes o un estado de salud anormal.

No le consta que hayan existido direcciones de la empresa sobre un tratamiento especial a la demandante. Agrega que le contaron que los compañeros habían tenido la disposición de hacer una colecta para los medicamentos de la demandante. Ella tomaba la medicina para los desmayos, pero no sabía para qué específicamente.

La empresa da espacio para pedir permiso para acudir a citas médicas a través del supervisor. Sabe que la demandante iba a citas médicas, pero no que tan a menudo.

Denota que la actora no tenía actividades diferentes u organizadas de manera diferente a las de los otros trabajadores. La carga de trabajo y las funciones realizadas dependían de lo que necesitaba evacuarse y podían ser las mismas por una semana o cambiar por día.

Describe el espacio en que realizó sus funciones: espacios amplios con estanterías y, separado, una mesa para los procesos de demarcación. En el espacio de trabajo puede haber diferentes volúmenes de personas, dependiendo de la actividad.

Dijo desconocer las razones específicas de la terminación del contrato con la demandante, pero señala que se dio en la pandemia porque había una reducción en las ventas, por lo que salieron tres personas en total, quienes tenían igual cargo, pero diferentes funciones.

De otro lado, se cuenta con pruebas documentales arrimadas al expediente:

Año 2016:
· Examen de ingreso. En la historia clínica del 10 de octubre de 2016 (archivo 4, fl. 30-36), no se observan enfermedades de la trabajadora que impidan su trabajo. En dicho examen ocupacional aparece como apta.
Año 2017

· Consulta del  4 de agosto de 2017 (hora 7:12 am) Atención Esimed, interconsulta por neurología
.
· Consulta del 26 de agosto de 2017 (hora 1:49 am)
 Atención por urgencias con práctica de exámenes. Diagnóstico: Convulsiones. Ingresa por cuadro clínico caracterizado por movimientos tónico-clónicos en miembros superiores, grita y pierde el conocimiento.
· Consulta del 20 de septiembre de 2017 (hora inicio 8:26 am)
. Milita atención por ESIMED Pereira. Se indica “paciente con cuadro convulsivo con historia de convulsiones desde hace 2 meses aproximadamente, quien no tiene medicamento …”. Incapacidad de 3 días y control por neurología. Diagnóstico Principal Otras convulsiones y las no especificadas. Código R568. 
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· Consulta del 22 de septiembre de 2017 (
), se registra como información clínica: Epilepsia.
· Consulta del 20 de noviembre de 2017 (6:50) Consulta Clínica San Rafael. Refiere paciente con epilepsia desde agosto 4/2017, con otros eventos en agosto, septiembre, octubre y noviembre (
)
· Consulta del 19 de diciembre de 2018

Año 2018

· Consulta del 5 de febrero de 2018 (8:31) Refiere la última crisis el 30 de diciembre anterior, por espacio de 5 minutos. Con diagnóstico de epilepsia (
)
· Consulta del 9 de agosto de 2018, se observa atención por urgencias en el Hospital San Pedro y San Pablo a las 5:11 pm. (
).
· Consulta de agosto de 2018, milita la acción de tutela impetrada por la demandante en contra de Medimás EPS, relacionada con la solicitud de medicamentos ante el diagnóstico de epilepsia de febrero de ese año (
). En dicha acción constitucional el empleador no hizo parte.
Se observa e-mail emitido desde el buzón dcuartas@arturocalle.com, del 28 de agosto de 2018, en el que se observa el traslado de unos documentos de “aprobación de la acción de tutela” -sic- a la IPS clínica San Rafael. Dicho documento tramitado desde el correo de Daniela Cuartas García – empleada de Arturo Calle - (
).
· Consulta del 28 de septiembre de 2018 (hora 11:21 am) Interconsulta por neurología, con diagnóstico de epilepsia no especificado (
)
· Consulta del 7 de noviembre de 2018 (
) se observa atención de control por neurología con diagnóstico G409 – Epilepsia, tipo no especificado.
Año 2019

· Examen ocupacional. En la historia clínica del 28 de marzo de 2019 (
), no se observan enfermedades de la trabajadora que impidan su trabajo.

· Consulta del 9 de abril de 2019. Control de neurología con diagnóstico G409 - Epilepsia no especificada (
).

· Consulta del 25 de abril de 2019 (11.37). Control con diagnóstico de epilepsia (
) con últimos eventos en enero y marzo de 2019.
· Consulta del 5 de julio de 2019 (17:12) Consulta medicina general. Diagnóstico G402 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones parciales y con ataques parciales complejos. Remisión de neurología (
)

· Consulta del 14 de noviembre de 2019. Consulta con Neurología (
) donde se indica: 
“Operaria de logística. asiste sola al control. Inicia controles por Sura, pertenecía a Medimás. Paciente con historia de episodios convulsivos desde el año 2016, inicialmente se presentaban crisis nocturnas, precedidas de grito, con generalización, postura tónica y movimientos tónico-clónicos generalizados, asociados a mordedura de la lengua y postictal con somnolencia. Posteriormente, las crisis se presentaban diurnas, aparentemente con desconexión del medio. última crisis generalizada el 20 de julio de 2019. Actualmente, presenta episodios nocturnos de mordedura del labio y la paciente se despierta, pero no presenta crisis. (…)

Diagnóstico: G401 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones (focales) (parciales) y con ataques parciales simples. confirmado nuevo.

· Consulta del 20 de diciembre de 2019 (15:12:40). Control de neurología. Con diagnóstico de epilepsia focal. Con episodios de desconexión (
).
Diagnóstico: G401 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones (focales) (parciales) y con ataques parciales simples. confirmado nuevo.

Año 2020

· Consulta del 20 de marzo de 2020 (14:29) control por neurología. Diagnóstico epilepsia (
)
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· Consulta del 30 de junio de 2020 (15:35). Diagnóstico de epilepsia focal(
)
Diagnóstico: G401 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones (focales) (parciales) y con ataques parciales simples. confirmado nuevo.

· Consulta del 7 de julio de 2020. Incapacidad iniciada el 07-07-2020 al 09-07-2020 por tres días por diagnóstico G401 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones. Se atiende por urgencias, por convulsiones (
).
· Consulta del 29 de septiembre de 2020 a las 15:19, control con órdenes de exámenes (
)
· Diagnóstico: G401 Epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones (focales) (parciales) y con ataques parciales simples. confirmado nuevo.

Año 2021

· Consulta del 5 de marzo de 2021 (11:01) Consulta por siquiatría. Diagnóstico epilepsia (
)

· Consulta del 8 de marzo de 2021. Consulta clínica los rosales, interconsulta con siquiatría. (
). Con diagnóstico de epilepsia  y dispone controles por siquiatría.
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· Examen ocupacional de retiro. En la historia clínica del 8 de marzo de 2021 (
), no se observan accidentes de trabajo. Examen de egreso satisfactorio, paciente con buena condición física. Se hace énfasis en sistema osteomuscular, sistema nervioso, sin encontrar hallazgos clínicos de patología a ese nivel. Teniendo en cuenta el cargo del trabajador durante la vinculación a la empresa. En este momento no se evidencian patologías relacionadas con el rol que desempeñaba.

En los antecedentes se registra “Accidentes Personales”. PATOLÓGICOS (SI): Epilepsia Dx hace un año y medio. 
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Diagnósticos:
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· Consulta del 15 de junio de 2021. En igual sentido que la anterior (
)
· Consulta del 23 de febrero de 2023 milita consulta por el instituto del sistema nervioso, atención para seguimiento (
)
· Consulta del 22 de abril de 2022. EPS SURA (
)
Motivo consulta: Paciente femenina que asiste por sus propios medios sin acompañante, remitida inicialmente por neurología, para abordaje inicial neuropsicológico, aporta historial clínico con dx g401 con epilepsia focal y heterotopias.
Conclusiones: Paciente femenina que se encuentra en control regular por neurología, con antecedentes de epilepsia en tratamiento actual, con el abordaje realizado por el área se considera importante realizar una administración (aplicación) de prueba neuropsicológica (cualquier tipo) (cada una) (cantidad 1) para determinar perfil cognitivo y nivel de dificultad en el desempeño que afecta la vida diaria.
· Consulta del 11 de mayo de 2022. EPS SURA (
)

Motivo De Consulta. Remisión del médico tratante para determinar rendimiento cognitivo que permita estratificación de deterioro cognitivo.

Procedimiento para la obtención de puntuaciones y el análisis de los resultados. Se integra la información recopilada y se realiza la calificación de cada uno de los test cognitivos aplicados, se obtienen las puntuaciones naturales para realizar análisis estadístico con datos normativos (comparación del rendimiento con pares de su misma edad y nivel de escolaridad) y se procede a obtener la puntuación normalizada. 
Puntuación final en el dominio de Atención y funciones ejecutivas. 
Total: 96 
Interpretación: NORMAL. 
Puntuación final en el dominio de MEMORIA. 
Total: 83 
Interpretación: Alteración leve análisis clínico y concepto final. Las puntuaciones obtenidas en los test cognitivos indican que los dominios de la memoria, presentan una alteración leve y los dominios de la atención y las funciones ejecutivas se encuentran con desempeño normal. Los resultados obtenidos reflejan un estado cognitivo NO ESPERABLE de acuerdo a la edad y al nivel de escolaridad. Se recomienda realizar intervención mixta con neurología para continuar manejo farmacológico combinado con tratamiento cognitivo para estimulación y entrenamiento de las funciones cerebrales superiores. Se recomienda iniciar intervención psicológica para que sus familiares puedan conocer su diagnóstico y el manejo de sus síntomas que favorezca la sana convivencia y así evitar deterioro de las relaciones familiares. Impresión diagnóstica F067 DETERIORO COGNITIVO LEVE

En cuanto a las incapacidades, se encontraron las siguientes:

· Incapacidad del 20 de septiembre de 2017 (hora 5:31 pm): Milita atención por ESIMED Pereira, con incapacidad de 3 días y control por neurología. Sin recomendaciones ocupacionales (archivo 4, fol. 445-446)
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· Incapacidad del 7 de julio de 2020 (hora 11:14) Milita atención por clínica los rosales, con incapacidad de 3 días. (archivo 4, fol. 75-76)
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Finalmente, en cuanto a las otras dos personas que fueron despedidas junto con la demandante, la demandada en su contestación arrimó copia de un documento de transacción, la carta de renuncia y de aceptación con igual fecha del despido de la demandante (25-02-2021) y correspondiente a las señoras Leidy Alejandra Caro Rodas (fl. 50-53, contestación) y Claudia Milena Arenas Escobar (fl. 46-49, contestación.
Análisis concreto del asunto.
Con la finalidad de establecer si al despido injustificado de la trabajadora, esta presentaba alguna discapacidad física, mental, intelectual o sensorial de mediano o a largo plazo que constituyera una barrera, ya sea actitudinal, comunicativa o física, impidiéndole desempeñar su trabajo en igualdad de condiciones con los demás empleados y, por tanto, determinar si se acreditó o no la protección del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, se tiene lo siguiente:

Del recuento probatorio ya traído a colación, observa la Sala que la trabajadora, cuando fue vinculada, mostraba condiciones de salud óptimas, tal y como se desprende del mismo examen ocupacional de ingreso. 

La labor que desarrollaba la accionante era como operadora logística y oficios varios, la cual implicaba el alistamiento de pedidos, acondicionamiento (cambio de precios), preparación de mercancías para exportar, almacenamiento de productos y orientación al personal que se contrataba por temporadas. 

A partir del 4 de agosto de 2017, la demandante sufrió convulsiones que llevaron a que fuera sometida a diferentes exámenes, además de la incapacidad de tres días otorgada el 20 de septiembre de ese año, bajo el código de diagnóstico principal, utilizando la clasificación Internacional de Enfermedades – CIE10, con el código G404 con nombre de diagnóstico “Otras epilepsias y síndromes epilépticos generalizados”, siendo del caso mencionar que, al corresponderle al empleador tramitar el reconocimiento económico de la incapacidad, o la expedición y transcripción de la misma, conforme el Artículo 1º del Decreto 2943 de 2013 en concordancia con el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, que modificó el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, hay claros indicios de que tuvo conocimiento de las razones de la incapacidad y de los documentos que lo soportan, como lo es el certificado de incapacidad original expedida por el galeno donde se advierte que la demandante tenía epilepsia.
A partir de dicho momento, conforme los medios de prueba adosados, la demandante debió acudir a consultas médicas las cuales se daban dentro de su horario habitual, para lo cual necesariamente debía solicitar permiso a su empleador, aspecto que se compadece con lo indicado por los testigos llamados a juicio quienes no desconocieron tal circunstancia. 
Adicionalmente, la actora comenzó a presentar episodios de epilepsia que no fueron propiamente “simples desmayos” como los calificó la pasiva, porque, tal y como se desprende de los diferentes reportes clínicos, lo que presentaba la trabajadora durante dichos episodios correspondía a convulsiones caracterizadas por movimientos  involuntarios tónico-clónicos
 en miembros superiores, donde grita y pierde el conocimiento. Dichas consultas se visualizan en las historias clínicas que reposan en los anexos de la demanda, siendo regulares desde 2017 y se extendiéndose más allá de la terminación del nexo laboral ocurrido en febrero de 2021.
Ahora, conforme se observa en las diferentes consultas médicas, la trabajadora presentó varios episodios convulsivos a partir del 4 de agosto de 2017, reportando otros más en septiembre, octubre, noviembre y diciembre de esa misma anualidad. Semejantes situaciones se dieron en los años subsiguientes, entre ellas, la urgencia del 9 de agosto de 2018 cuando fue trasladada desde su sitio de trabajo al Hospital San Pedro y San Pablo, aunado a las consultas regulares a las que asistió en 2018, 2019 y 2020. Además, dan cuenta de los episodios de epilepsia con aparente desconexión del medio, aspecto último al cual hizo referencia el testigo Cristian Andrés Zuleta cuando mencionó que la actora de repente quedaba con la mirada en un punto fijo, que parecía irse, aspecto que hacía saber a los superiores inmediatos.
A lo anterior, se suma la acción de tutela que la misma secretaria Administrativa (de recursos humanos) de la empresa demandada ayudó a gestionar a la demandante para la consecución de los medicamentos ordenados por el médico tratante. Dicho trámite incluso se realizó mediante los mismos canales electrónicos de la demandada, documentos todos donde se ponía una vez más de manifiesto el diagnóstico de epilepsia sufrido por la accionante.

Así mismo, al observar el examen ocupacional de retiro, a pesar de reportarse como satisfactorio, también puso de manifiesto que la trabajadora se encontraba en tratamiento especializado por neurología en virtud de su patología “Epilepsia”. A esto se añade que el 7 de julio de 2020 había sido incapacitada por tres días, evidenciándose una vez más el diagnóstico principal G401 epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos relacionados con localizaciones (focales) (parciales) y con ataques parciales simples.

Entonces, existe claridad que la demandante cuenta con una deficiencia física que, genera dificultades en la realización normal de sus actividades, al tratarse de una enfermedad crónica caracterizada por crisis recurrentes debido a una descarga eléctrica excesiva de las neuronas, considerada un trastorno neurológico, según lo recuerda la Ley 1414 de 2010, normativa que otorga mayores garantías a este grupo de personas.

En este caso, el dador del empleo, a pesar de asegurar que desconocía la enfermedad de la trabajadora, lo cierto es que existen claras circunstancias que demuestran lo contrario, tales como el hecho de haber recibido incapacidades donde se mencionaba el diagnóstico de epilepsia, la evidencia de ayuda de compañeros en su labor, las órdenes internas de no dejarla sola y las adecuaciones en su espacio de trabajo.

Es que carece de toda lógica, el hecho de que la trabajadora deba continuamente atender citas médicas por neurología; presente convulsiones durante su jornada de trabajo con las características que son propios de la epilepsia y la empleadora, pretenda acomodarlo a un simple desmayo. Tampoco resulta lógico que los superiores inmediatos no solo promuevan la ayuda en la compra de medicamentos para la trabajadora, pues conocieron de ella misma que tenía quebrantos de salud y requería de la provisión de medicamentos para controlar lo que ellos califican como “desmayos”, para ahora desconocer que desde el año 2017 aquella venía en tratamiento especializado con neurología, presentaba crisis como convulsiones, de repente se quedaba mirando fijamente un punto sin razón alguna como “desconectada” – tal y como lo dio a conocer el testigo Cristian – y, por ello mismo, se dispensen instrucciones a los trabajadores más cercanos al sitio de trabajo de la demandante para vigilarla, no dejarla sola y otorgarle apoyo continuo en la labor y auxiliarla en eventos convulsivos. 
Esas circunstancias que el demandado busca desconocer, además ponen en evidencia la notoriedad de la situación de salud de la trabajadora y, de paso, pone al descubierto que el empleador desconoció las obligaciones que le imponían el parágrafo 1 del artículo 14 de la ley 1414 de 2010,  consistente en que debió incluir en su programa de salud ocupacional, actividades dirigidas a la trabajadora con epilepsia, para garantizar su salud, higiene y seguridad durante las actividades que esta desempeñaba.
De manera que, para el caso, se puede afirmar que existen serias y fundadas señales de que el empleador conocía y era consciente de la patología de la trabajadora, sin que sea creíble que desconociera sus condiciones de salud. Es más, el testigo Cristian Andrés Zuleta – extrabajador de la demandada – quien, dicho sea de paso, ofrece credibilidad en sus dichos y fue él quien justamente dio cuenta de que los compañeros de trabajo le prestaban ayuda a la demandante durante su labor en virtud de su patología (aspecto que corrobora la testigo Ana Milena Mejía) y lo fue, por una orden dispensada de los supervisores, lo que pone de relieve que la trabajadora tenía limitaciones para realizar sus actividades en términos de igualdad de desempeño por las convulsiones y las “desconexiones del medio” que presentaba, circunstancias que eran conocidas por los mismos supervisores al punto que organizaron el espacio de trabajo donde aquella ejecutaba la labor, se le ayudaba a cargar objetos, no se le dejaba sola y se le vigilaba al prever los episodios convulsivos que presentaba. 
Aunque la patología de la trabajadora le causaba dificultades, pudo desempeñar sus tareas durante más de tres años (2017-2021). Los exámenes médicos ocupacionales confirmaron que era apta para trabajar, pero su salud representaba una barrera que le impedía rendir igual a sus compañeros en el mismo cargo, por las circunstancias ya traídas a colación. 

Incluso, nótese que la trabajadora por ello mismo no estuvo en igualdad de condiciones con los demás, al punto que la razón que trajo a colación el Gerente de operaciones para decidir la terminación del contrato de trabajo de aquella, en comparación con los otros – incluida la trabajadora Juliana que tiempo anterior reemplazó en las tareas desarrolladas por la actora y permaneció en su empleo primigenio -, correspondió a razones de desempeño y actitudinal, criterios subjetivos que no son una causal válida para despedir a una persona con limitaciones físicas y cognitivas en su salud, bajo condiciones de igualdad.

A lo anterior se agrega que la terminación del contrato de trabajo de la demandante, a diferencia de las otras dos trabajadoras que negociaron su salida, denotan el trato desigual, amén que solo la demandante fue despedida, además, de haber existido varios trabajadores que realizaban iguales tareas, de lo cual no se entiende porque la demandada prefirió desvincular específicamente a la demandante y no a otros, dispensando, por tanto, un trato abiertamente discriminatorio. 

Ahora, se itera, que no existe duda de que la trabajadora al momento del despido contaba con un historial de tratamientos médicos especializados para atender sus condiciones de salud, pues llevaba cerca de cuatro años tratada por Neurología para el tratamiento de la epilepsia, el cual continuó con posterioridad a la terminación del nexo.
Con todo, al presentar la trabajadora una patología por la que estaba siendo tratada desde 2017, y ha perdurado después de la terminación del nexo, ante unas circunstancias que ponía en evidencia un estado de salud notorio, evidente y perceptible, a pesar de no existir calificación del grado de limitación, conllevan a que la demandada, previo a disponer el despido – del cual no hay duda alguna que no lo fue por razones objetivas -, requería de la autorización del Ministerio de Trabajo y, ante tal omisión, lleva a la presunción del despido discriminatorio, pues en este caso, correspondía al demandado probar que realizó los ajustes razonables o en su defecto, demostrar que eran una carga desproporcionada o irrazonable lo cual en este caso no se dio y, por ello mismo, surge el hecho de que se disponga la ineficacia del despido y de allí, la orden de disponer el reintegro solicitado.
Cumple advertir que el presente litigio no fue afectado por el fenómeno extintivo de la prescripción, debido a que el contrato terminó el 25 de febrero de 2021, la demanda se interpuso dentro del término extintivo trienal, el 17 de agosto de 2022 y la demandada fue notificada dentro del año siguiente a su admisión (artículo 94 C.G.P.). 

En consecuencia, se revocará la sentencia de primera instancia, para en su lugar declarar ineficaz la terminación unilateral del contrato de trabajo realizada por ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S. el 25 de febrero de 2021, y, por consiguiente, se dispondrá a ordenar a la empleadora al reintegro de la demandante a partir del día siguiente a su despido, junto con el pago de salarios, vacaciones, aportes a la seguridad social y prestaciones sociales que se generen hasta el momento en que se haga efectivo el reintegro al cargo que ejercía o uno superior, donde pueda ejercer la labor, bajo las condiciones propicias para la patología que la aqueja.

Así mismo, se condenará al pago de la indemnización consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, equivalente a 180 días del salario devengado por la trabajadora, atendiendo a que no hay discusión de que su salario al momento del finiquito era del mínimo legal, esto es, de $908.526, por lo que la condena se tasa en $5.451.156.

En cuanto a los perjuicios morales invocados, a ellos no habrá lugar, por cuanto en el proceso no milita prueba suficiente de las condiciones necesarias que den paso a ellos, pues no se acreditó la existencia del dolor o sufrimiento derivado del hecho generado por el demandado. En cuanto a las subsidiarias de éste, tampoco se generan las indemnizaciones del artículo 65 CST y la correspondiente a la falta de consignación de cesantías, porque también hay claridad que la falta de pago de los salarios y prestaciones se generan con posterioridad al despido, momento en que la demandada tuvo convencimiento de que la relación había finalizado y pagó lo que consideró deber.
Ahora, como tampoco se puede generar condena por intereses moratorios, lo que se hará ante la evidente pérdida del poder adquisitivo de la moneda, es ordenar la indexación de los emolumentos ordenados en esta sentencia.

Finalmente, como se propuso la excepción de compensación, se autorizará al demandado descontar lo pagado a título de indemnización por despido.

Las costas en ambas instancias se generan a cargo de la parte demandada y en favor de la demandante, como dispone el numeral 4 del artículo 365 del C.G.P. aplicable en materia laboral, por analogía, según el artículo 145 del C.P.T. y de la S.S, en un 80% de las causadas. 

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 19 de octubre de 2023, para en su lugar:
PRIMERO: DECLARAR la ineficacia del despido efectuado por ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S.  a VANESA MORENO REYES el 25 de febrero de 2021, conforme a las razones expuestas en la parte motiva.
SEGUNDO: CONDENAR a ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S.  a reintegrar a la trabajadora VANESA MORENO REYES, al cargo que venía desempeñando al momento de la terminación ineficaz o a uno de superior jerarquía, donde pueda ejercer la labor, bajo las condiciones propicias para la patología que la aqueja. 

TERCERO: CONDENAR a ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S. a reconocer y pagar de manera indexada a favor de VANESA MORENO REYES, los salarios, vacaciones, prestaciones sociales, aportes a la seguridad social y demás acreencias laborales causadas desde la fecha de terminación del vínculo y hasta tanto se verifique su reincorporación definitiva. Se autoriza descontar lo ya pagado por concepto de indemnización por despido.
CUARTO: CONDENAR a ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S. a pagar a favor VANESA MORENO REYES al pago de $5.451.156 debidamente indexada, a título de la sanción contenida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, según la parte motiva de esta sentencia. 

QUINTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

SEXTO: CONDENAR en costas de ambas instancias a ARTURO CALLE ZONA FRANCA S.A.S. en favor de la demandante en un 80% de las causadas. Liquídense por el Juzgado de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Quienes integran la Sala,

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Magistrado Ponente

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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� La Sala Enmarca El Término «Discapacidad» Empleado En El Artículo 26 De La Ley 361 De 1997 Como «Algún Tipo De Deficiencia A Mediano Y Largo Plazo», Que, Al Contacto Con Una Barrera, Afecta La Realización De Las Tareas Encomendadas En El Trabajo.


� Véase También Las Sentencias SL1503-2023 Y SL1152-2023


� Archivo 4, Fol. 423-429


� Archivo 4, Fol. 431-443


� Archivo 4, Fol. 439-446 y 54-61


� Archivo 4, fol. 52


� Archivo 4, Fol. 95-96


� Archivo 4, Fol. ---- - 430


� Archivo 4, Fol. 129


� Archivo 4, Fol. 447


� Archivo 28, Fol. 8


� Archivo 4, Fol. 457


� Archivo 4, Fol. 382-387


� Archivo 4, Fol. 381


� Archivo 4, fl. 31


� Archivo 4, Fol. 378-379


� Archivo 4, Fol. 118-126


� Archivo 4, fol. 80-81


� Archivo 4, fol. 377


� Archivo 4, fol. 367-368


� Archivo 4, fl. 360-364


� Archivo 4, fl. 356


� Archivo 4, fol. 74-76


� Archivo 4, fl. 347-352


� Archivo 4, fol. 290-292


� Archivo 4, fol. 343-345


� Archivo 4, fl. 37-40


� Archivo 4, fol. 337-338


� Archivo 4, fol 390 al 393


� Archivo 4, fol. 45


� Archivo 4, fol. 47


� Una convulsión tónico-clónica, provoca una pérdida de conciencia y contracciones musculares violentas
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